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Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 16.3 de la Constitución; 35, 37, 38, 746 y 752 del
Código Civil; 2.6.o, 9.4.a y 206 de la Ley Hipotecaria; 4, 19 y 51.9.a del
Reglamento Hipotecario; los cánones 100, 1.495, 1.499 y concordantes del
Código de Derecho Canónico de 27 de mayo de 1917; cánones 113, 116,
118, 204.§ 2, 1.254, 1.255, 1.255, 1.256, 1.257, 1.258 y 1.259 del Código
de Derecho Canónico de 25 de enero de 1983; los artículos I, II y III
del Concordato del Estado Español con la Santa Sede de 27 de agosto
de 1953; el artículo I del Acuerdo entre el Estado Español y la Santa
Sede sobre Asuntos Jurídicos de 3 de enero de 1979; la Sentencia del
Tribunal Supremo de 4 de junio de 1979, y la Resolución de 8 de marzo
de 1965.

1. Se plantea como cuestión debatida en el presente recurso si, como
sostiene el recurrente, puede acceder al Registro de la Propiedad el tes-
timonio de un auto recaído en expediente de dominio —sobre reanudación
del tracto sucesivo interrumpido— por el que se declara que la Iglesia
Católica es dueña, en pleno dominio, de determinada finca urbana (por
haberla adquirido en el año 1962), o si, como entiende la Registradora,
debe especificarse cuál de las concretas personas jurídicas que integran
la Iglesia es la verdadera adquirente del bien cuyo dominio se declara
adquirido por aquélla.

2. Por lo que se refiere a la capacidad de la Iglesia Católica para
adquirir bienes de todas clases, ha de regir lo concordado entre aquélla
y el Estado (artículo 38, párrafo segundo, del Código Civil). Esta norma
presupone la personalidad jurídica de la Iglesia, como una realidad previa
(cfr., también, el artículo 16.3 de la Constitución). Ahora bien, ello no
significa que puedan inscribirse en el Registro de la Propiedad bienes
a nombre de la «Iglesia Católica», sin más especificaciones, pues se trata
ésta de una expresión que se emplea para referirse compendiosamente
a todas las diferentes entidades eclesiásticas (tanto a la Santa Sede, dió-
cesis, parroquias, Conferencia Episcopal Española y circunscripciones
territoriales propias de la organización jerárquica de la Iglesia, como a
las órdenes, congregaciones, fundaciones, asociaciones y otras entidades
nacidas en el seno de la Iglesia Católica, pero que no forman parte de
la organización territorial de ésta).

En efecto, el Estado reconoce a la Iglesia Católica el derecho de ejercer
su misión apostólica y le garantiza el libre y público ejercicio de las acti-
vidades que le son propias; en el marco de esta autonomía, podrá orga-
nizarse libremente y, en particular, puede crear, modificar o suprimir dió-
cesis, parroquias y otras circunscripciones territoriales, así como erigir,
aprobar o suprimir órdenes, congregaciones religiosas, otros institutos de
vida consagrada y otras instituciones y entidades eclesiásticas (artícu-
lo I, apartados 1 y 2, del Acuerdo entre el Estado Español y la Santa
Sede sobre Asuntos Jurídicos de 3 de enero de 1979). Como corolario
de esta libertad de la Iglesia para organizarse y para crear las entidades
que considere necesarias para el cumplimiento de sus fines, el Estado
reconoce a tales entidades, en el ámbito del ordenamiento jurídico civil,
personalidad jurídica y plena capacidad de adquirir, todo ello de acuerdo
con las normas del Código de Derecho Canónico (cfr. apartados 3 y 4
del mencionado Acuerdo. En análogo sentido, mediante el Concordato
con la Santa Sede de 27 de agosto de 1953, el Estado, después de reconocer
a la «Iglesia Católica» el carácter de «sociedad perfecta» así como su auto-
nomía e independencia, y a la Santa Sede personalidad jurídica inter-
nacional, reconocía la personalidad jurídica y la plena capacidad de adqui-
rir toda clase de bienes a «todas las instituciones y asociaciones religiosas»
en general, tanto las existentes en España a la entrada en vigor del Con-
cordato constituidas según el Derecho Canónico como a las que fueran
ulteriormente erigidas o aprobadas por las Autoridades eclesiásticas com-
petentes).

En el marco del Derecho Canónico, es cierto que el canon 113, § 1,
del «Codex» vigente establece que la «Iglesia Católica y la Sede Apostólica
son personas morales por la misma ordenación divina» y el canon 1254,
§ 1, atribuye a la «Iglesia Católica», por «derecho nativo, e independien-
temente de la potestad civil,» capacidad para adquirir bienes temporales
a fin de alcanzar sus propios fines; mas, del canon 1255 resulta indu-
bitablemente que tal derecho lo ejerce la Iglesia Católica mediante la Santa
Sede y las demás personas jurídicas canónicas, a las que se atribuye, en
particular, capacidad jurídico-patrimonial respecto de los bienes a que
se refiere el canon precedente (cfr., asimismo, el canon 1256, según el
cual el dominio de los bienes eclesiásticos corresponde a la persona jurídica
que los haya adquirido. Por lo demás, los preceptos canónicos mencionados
se corresponden, en esencia, con lo establecido en los cánones 100, 1495,
1499 y concordantes del «Codex Iuris Canonici» de 27 de mayo de 1917).
Por otra parte, y con independencia de las previsiones que, a efectos inter-
nos, se contienen en la normativa canónica respecto de la personalidad
jurídica y capacidad de adquirir bienes que se atribuye a la «Iglesia Cató-
lica», no es menos cierto que, en el orden civil, no resulta indiferente

cuál sea la concreta persona jurídica eclesiástica que haya adquirido el
bien de que se trate, lo que tendrá relevancia, también a efectos civiles,
a la hora de cumplir los requisitos que para disponer del mismo establece
la legislación canónica (cfr. artículos 37 del Código Civil y I, apartado
4, párrafo segundo, del mencionado Acuerdo sobre Asuntos Jurídicos de
3 de enero de 1979).

Esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso y confirmar
el Auto y la nota de calificación.

Madrid, 14 de diciembre de 1999.—El Director general, Luis María Cabe-
llo de los Cobos y Mancha.

Excmo. Sr. Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Castilla—La
Mancha.

500 RESOLUCIÓN de 15 de diciembre de 1999, de la Dirección
General de Relaciones con la Administración de Justicia,
por la que se emplaza a los interesados en el recurso con-
tencioso-administrativo número 793/99-1.a A, interpuesto
ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Castilla-León.

Ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior
de Justicia de Castilla-León, doña María Dolores Villalba Gago, ha inter-
puesto el recurso contencioso-administrativo número 793/99-1.a A, contra
Acuerdo de 6 de octubre de 1998 del Tribunal Calificador Único de las
pruebas selectivas para ingreso en el Cuerpo de Agentes de la Adminis-
tración de Justicia, convocadas por Orden de 17 de noviembre de 1997
(«Boletín Oficial del Estado» de 4 de diciembre).

En consecuencia, esta Dirección General ha resuelto emplazar a los
interesados en el mismo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo
49 de la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa,
de 13 de julio de 1998, para que puedan comparecer ante la referida Sala
en el plazo de nueve días.

Madrid, 15 de diciembre de 1999.—El Director general, Juan Ignacio
Zoido Álvarez.

Ilmo. Sr. Subdirector general de Medios Personales al Servicio de la Admi-
nistración de Justicia.

501 RESOLUCIÓN de 15 de diciembre de 1999, de la Dirección
General de los Registros y del Notariado, en el recurso
gubernativo interpuesto por el Notario de Jaén, don Juan
Lozano López, contra la negativa del Registrador de la
Propiedad de Linares, don Juan Francisco Ruiz-Rico Már-
quez, a inscribir una escritura de capitulaciones matri-
moniales y liquidación de la sociedad conyugal de ganan-
ciales, en virtud de apelación del recurrente.

En el recurso gubernativo interpuesto por el Notario de Jaén, don
Juan Lozano López, contra la negativa del Registrador de la Propiedad
de Linares, don Juan Francisco Ruiz-Rico Márquez, a inscribir una escritura
de capitulaciones matrimoniales y liquidación de la sociedad conyugal
de gananciales, en virtud de apelación del recurrente.

Hechos

El 17 de junio de 1996, ante el Notario de Linares, don Juan Lozano
López, los cónyuges don Francisco Antonio Martínez López y doña Isabel
María Moreno Navarro, otorgan escritura de capitulaciones matrimoniales
en la que se pactan el régimen de separación de bienes y liquidan la
sociedad conyugal de gananciales, adjudicando a la esposa el pleno dominio
de un piso y local garaje (fincas registrales 21.989 y 21.971, respectiva-
mente) manifestando que fue comprado por el marido en estado de soltero,
si bien el dinero empleado para su adquisición fue satisfecho por los dos
comparecientes, por lo que para facilitar la liquidación de la sociedad
conyugal le atribuyen el carácter de ganancial; y al esposo se le adjudica
un fondo de inversión en Caja de Madrid y un vehículo.

II

Presentada copia de la anterior escritura en el Registro de la Propiedad
de Linares, fue objeto de la siguiente nota: «Conforme al artículo 1.275
del Código Civil y reiterada doctrina de la Dirección General de los Regis-
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tros y del Notariado (Resoluciones de 25 de septiembre 1990, 26 de octubre
de 1992, 11 de junio de 1993 y 19 de enero de 1994 entre otras) se suspende
la inscripción de la escritura otorgada ante el Notario de Jaén, don Juan
Lozano López el 17 de junio pasado, número de protocolo 2.080, que causó
el asiento 1.718 del Diario 58 del Registro de la Propiedad de Linares,
por el defecto subsanable de no haberse expresado la causa en virtud
de la cual se atribuye el carácter ganancial a la finca registral número
21.989, inscrita a nombre de don Francisco Antonio Martínez López, en
estado de soltero, adquiriéndose además por precio confesado recibido,
en virtud de escritura autorizada por el Notario de Linares don José Fran-
cisco Zafra Izquierdo el 28 de diciembre de 1987. Se hace constar esta
nota en el día de hoy, a petición del presentante en folio de papel común
con el sello de este Registro, por haberse incumplido la obligación de
añadir un folio adicional a la escritura, para notas de Registro y oficinas
públicas, conforme exige el artículo 241 del Reglamento Notarial. No se
practica anotación preventiva de suspensión, por no solicitarse. Contra
esta nota cabe interponer recurso gubernativo en el plazo de cuatro meses
ante el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía. Linares, 16 de agosto
de 1996. Firma ilegible».

III

El Notario autorizante de la escritura interpuso recurso gubernativo
contra la anterior calificación y alegó: 1.o Que se suspende la inscripción
de la finca registral 21.989 (nada se dice de la finca registral 21.971)
por el defecto subsanable de no haberse expresado la causa en virtud
de la cual se atribuye carácter ganancial. 2.o Que en la escritura se con-
sidera que consta terminantemente la causa o finalidad concreta perse-
guida por las partes, la que dejan incorporada al negocio como elemento
determinante de su voluntad. 3.o Que la cuestión está en saber si esa
causa, finalidad o motivo expresado en la escritura es o no la expresión
de causa a que hace referencia la Dirección General de los Registros y
del Notariado en las Resoluciones citadas por el Sr. Registrador en su
nota de calificación. Que no cabe duda de que los cónyuges por virtud
del artículo 1.323 del Código Civil pueden celebrar entre sí los contratos
que a bien tengan, en los que pueden pactar las cláusulas y condiciones
que tengan por conveniente con la limitación del artículo 1.255 del Código
Civil. Que el negocio de atribución de la condición de ganancialidad del
bien, si se considera un negocio jurídico autónomo, se ha cumplido sufi-
cientemente con la necesidad de expresar la causa, ya que el artículo
1.274 del Código Civil contiene una enumeración «ad exemplum» de la
causa; si, por el contrario, se considera como inmerso en los demás con-
tratos traslativos, hay que considerar si la causa es onerosa o gratuita
o si está o no expresada en el documento. Que la onerosidad resulta cla-
ramente del contenido de la escritura en la que consta la causa o motivo
de su otorgamiento. La situación que se expone en la escritura provocó
el nacimiento de un crédito de la esposa contra el esposo, el que se liquida
al otorgar la escritura y al atribuir el carácter ganancial al bien, pues
éste deja de pertenecer al marido y pasa a pertenecer a la sociedad conyugal
de ambos, lo que le atribuye ese carácter para facilitar la liquidación de
la sociedad conyugal que disuelven en la escritura.

IV

El Registrador en defensa de su nota informó: 1.o Que la cuestión
debatida queda reducida a si es posible la inscripción solicitada, relativa
a las fincas registrales números 21.989 y 21.971, adjudicadas por liqui-
dación de la sociedad conyugal, previa atribución del carácter ganancial
a la esposa, pese a constar previamente inscritas a favor del esposo, por
haber sido adquiridas por compra en estado de soltero. 2.o Que tal adju-
dicación carece de causa, contraviniendo el artículo 1.275 del Código Civil
y la reiterada doctrina de la Dirección General de los Registros y del
Notariado establecida en las Resoluciones de 25 de septiembre de 1990,
7 y 26 de octubre de 1992, 11 de junio de 1993, 19 de enero de 1994
y 28 de mayo de 1996 (sic). 3.o Que, en contra de lo mantenido por
el recurrente, no cabe afirmar que la onerosidad de tal atribución resulte
claramente de la escritura, pues en ella no se alude a título alguno jus-
tificativo del desplazamiento patrimonial, y el artículo 1.346-1.o del Código
Civil no distingue que la adjudicación de un bien se haya producido con
mucha o poca antelación a la celebración del matrimonio, circunstancia
que resulta irrelevante. 4.o Que, pese a afirmarse en la escritura objeto
del recurso que el dinero empleado para la adquisición de los bienes fue
satisfecho por ambos cónyuges, dicha afirmación no sirve para dotar de
causa al desplazamiento patrimonial, pues no cabe olvidar que las fincas
que ahora se adjudican, con motivo de la liquidación de la sociedad de
gananciales, a la esposa fueron adquiridas por el esposo por precio con-
pesado recibido, comforme consta en las correspondientes escrituras e

inscripciones, las cuales están bajo la salvaguardia de los tribunales y
producirán todos sus efectos mientras no se declare su inexactitud (artículo
1 de la Ley Hipotecaria). Que como no se han rectificado los asientos
de las inscripciones aludidas, conforme al artículo 40 de la Ley Hipotecaria,
no puede ahora gratuitamente afirmarse que el dinero en realidad per-
tenecía también a la esposa, pues en tal caso debía de haber concurrido
la misma a las previas escrituras de compra para que las adquisiciones
se hicieran a su favor y de su futuro esposo por mitades y proindiviso
(artículo 9 de la Ley Hipotecaria y 51 y 54 del Reglamento para su eje-
cución). 5.o Que, en absoluto, cabe entender que la enumeración del
artículo 1.274 del Código Civil es «ad exemplum». 6.o Que tampoco se
duda de la posibilidad contemplada en el artículo 1.323 del Código Civil,
pero entendido conforme a la doctrina de la Dirección General, que tales
desplazamientos patrimoniales deben tener una causa gratuita u onerosa,
clara y precisa y que, además, no debe resultar contraria a la situación
tabular y a lo consignado en las precedentes escrituras de adquisición.
Que en suma, al ser nuestro sistema causalista, se precisa hacer constar
en todo desplazamiento patrimonial la causa del mismo a la que, como
elemento esencial del negocio, debe entenderse la función calificadora del
Registrador (artículos 609 y 1.261 del Código Civil y 18 de la Ley Hipo-
tecaria), sin olvidar que también debe consignarse la causa por exigencia
del principio de determinación registral.

V

El Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, confirmó
la nota del Registrador fundándose en que las fincas no han perdido su
carácter privativo y no son bienes a liquidar (artículo 1.397 del Código
Civil), ni a adjudicar al cónyuge no propietario (artículos 1.404 y siguientes
del Código Civil); más que un problema de no expresión de la causa se
trata de una cuestión de infracción de los preceptos reguladores de la
sociedad de gananciales; considerándose, por tanto, el defecto como insub-
sanable.

VI

El Notario recurrente apeló el Auto presidencial y manteniéndose en
sus alegaciones añadió: Que en el Auto no se ha tenido en cuenta la doctrina
de la Dirección General en orden a la validez de cualquier desplazamiento
patrimonial entre cónyuges que se recoge en el fundamento de derecho
segundo de la Resolución de 28 de mayo de 1996.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 609, 1.261, 1.274, 1.321, 1.344, 1.354, 1.355, 1.361
y 1.401 del Código Civil; 9 y 99 de la Ley Hipotecaria; 51 y 117 del Regla-
mento Hipotecario y las Resoluciones de este Centro Directivo de 25 de
agosto de 1990, 26 de octubre y 11 de junio de 1993 y 19 de enero de
1994.

1. En el supuesto de hecho del presente recurso dos cónyuges otorgan
escritura pública de capitulaciones matrimoniales y liquidación de la socie-
dad de gananciales, en la que, previa atribución de carácter ganancial
a un piso y a una plaza de garaje comprados por el marido en estado
de soltero y por precio confesado recibido, al haber sido satisfecho por
ambos —según manifiestan— el dinero empleado en su adquisición, pactan
el régimen de separación de bienes y liquidan la sociedad conyugal disuelta,
atribuyendo a la mujer en pago de su cuota, precisamente, ese piso y
plaza de garaje y el mobiliario y ajuar doméstico, y al marido un vehículo
y un fondo de inversión no identificado, teniendo ambos lotes igual valor.
El Registrador suspende la inscripción por no haber expresado la causa
en virtud de la cual se atribuye carácter ganancial a la vivienda.

2. Dada la concreción del recurso gubernativo a las cuestiones direc-
tamente relacionadas con la nota del Registrador (cfr. artículo 117 del
Reglamento Hipotecario), lo único que ahora ha de decidirse es si se ha
expresado la causa de esa previa atribución de ganancialidad a un bien
privativo de uno de los cónyuges.

3. Es doctrina reiterada de este Centro Directivo, basada en la libertad
de contratación entre los cónyuges (cfr. artículo 1.321 del Código Civil),
que éstos puedan estipular el desplazamiento de un bien desde el patri-
monio privativo de uno de ellos al haber ganancial, siempre que ello se
produzca ya por donación, ya a través de uno de los «ciertos contratos»
que seguidos de tradición, constituyen uno de los medios de transmisión
del dominio (cfr. artículo 609 del Código Civil), contrato que presupone
una causa suficiente (cfr. artículo 1.261—3 y 1.274 y siguientes del Código
Civil) la cual, además, debe estar debidamente reflejada en el título que
lo documenta para su calificación y reflejo en el asiento registral pertinente
(cfr. artículos 9 y 99 de la Ley Hipotecaria y 51 de su Reglamento, así
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como las Resoluciones de 25 de agosto de 1990, 26 de octubre y 11 de
junio de 1993 y 19 de enero de 1994).

4. Ciertamente la valoración conjunta de la total operación realizada
hace dudar si la intención de las partes es efectivamente la de engrosar
el haber ganancial como modo de liquidar las relaciones credituales preexis-
tentes entre ellos derivadas de la eventual procedencia del dinero empleado
en la adquisición del bien aportado, o si, por el contrario, esa aportación
y la inmediata disolución y liquidación del haber no son sino un mecanismo
articulado exclusivamente para obtener indirectamente un fin totalmente
ajeno como es el desplazamiento de un bien del patrimonio particular
de un cónyuge al patrimonio personal de su consorte, eludiendo así las
exigencias y consecuencias jurídicas inherentes a los cauces negociales
adecuados para alcanzar tal objetivo.

5. Ahora bien, habrá de reconocerse que la sola manifestación del
origen del dinero empleado en la adquisición de un bien que —pese a
la eventual exactitud de tal manifestación— aparece como privativo del
adquiriente, no puede considerarse como causa justificadora de su des-
plazamiento patrimonial en favor de la masa ganancial, ni aún teniendo
en cuenta el favor legal de que goza dicha sociedad (cfr. artículos 1.354,
1.355 y 1.361 del Código Civil); la causa estará, en su caso, en la concreta
relación jurídica que justificó o que derivó del empleo por el adquiriente
del dinero del que luego sería su consorte, y en su liquidación con la
aportación pretendida (por ejemplo, el nacimiento en su día, de un crédito
contra el adquiriente que ahora se extingue en compensación de tal apor-
tación al hacerse común el bien aportado, cfr. artículos 1.344 y 1.401 del
Código Civil), pero dicha relación jurídica queda aquí indeterminada (pudo
mediar previa donación del metálico, dación en pago, extinción de proin-
diviso nacimiento de un crédito ya saldado, etc.) y por tanto, no queda
debidamente determinado ese elemento causal.

Esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso interpuesto
y confirmar el Auto apelado.

Madrid, 15 de diciembre de 1999.—El Director general, Luis María Cabe-
llo de los Cobos y Mancha.

Excmo. Sr. Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía.

502 RESOLUCIÓN de 15 de diciembre de 1999, de la Dirección
General de Relaciones con la Administración de Justicia,
por la que se emplaza a los interesados en el recurso con-
tencioso-administrativo número 23/99, interpuesto ante la
Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-Administra-
tivo de la Audiencia Nacional.

Ante la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo
de la Audiencia Nacional, la Confederación de Sindicatos Independientes
y Sindical de Funcionarios, ha interpuesto el recurso contencioso-admi-
nistrativo número 23/99, sobre pruebas selectivas para ingreso en el Cuerpo
de Auxiliares de la Administración de Justicia, convocadas por Orden
de 23 de noviembre de 1998 («Boletín Oficial del Estado» de 5 de diciembre).

En consecuencia, esta Dirección General ha resuelto emplazar a los
interesados en el mismo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo
49 de la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa,
de 13 de julio de 1998, para que puedan comparecer ante la referida Sala
en el plazo de nueve días.

Madrid, 15 de diciembre de 1999.—El Director general, Juan Ignacio
Zoido Álvarez.

Ilmo. Sr. Subdirector general de Medios Personales al Servicio de la Admi-
nistración de Justicia.

MINISTERIO DE DEFENSA
503 RESOLUCIÓN 320/38536/1999, de 27 de diciembre, de la

Dirección General de Armamento y Material, por la que
se renueva la validez de la certificación de homologación
de la multibomba BME-330 B/AP, concedida mediante Reso-
lución número 320/39101/1993, de 5 de octubre.

Recibida en la Dirección General de Armamento y Material la solicitud
presentada por la empresa «Explosivos Alaveses, Sociedad Anónima», con

domicilio social en calle Pajares de Ollávarre del municipio de Iruña de
la Oca, para la renovación de la certificación de homologación de la mul-
tibomba BME-330 B/AP, fabricada en sus factorías ubicadas en Ollávarre
(Álava).

Habiéndose comprobado que subsiste la permanencia de la idoneidad
de los medios de producción y aseguramiento de la calidad usados en
la fabricación de la multibomba,

Esta Dirección General, de acuerdo con lo establecido en el Reglamento
de Homologación de la Defensa (Real Decreto 324/1995, de 3 de marzo,
«Boletín Oficial del Estado» número 70), y visto el informe favorable emitido
por la Comisión Técnico-Asesora de Homologación, ha acordado renovar
por dos años a partir de la fecha de esta Resolución, la certificación de
homologación del citado producto, concedida mediante Resolución de esta
Dirección General número 320/39101/1993, de 5 de octubre y prorrogada
con Resolución número 320/39367/1997, de 16 de diciembre.

Lo que se hace público para general conocimiento.
Madrid, 27 de diciembre de 1999.—El Director general, Miguel Valverde

Gómez.

504 RESOLUCIÓN 323/38525/1999, de 15 de diciembre, de la
Dirección General de Armamento y Material, por la que
se designa al Polígono de Experiencias de Carabanchel
como Centro de Actividad Técnica para procesos de homo-
logación.

Recibida en la Dirección General de Armamento y Material la solicitud
presentada por el Polígono de Experiencias de Carabanchel, con sede en
la carretera de Extremadura, número 374, de Madrid, para que dicho polí-
gono sea designado como Centro de Actividad Técnica en los procesos
de homologación de productos para el Ministerio de Defensa.

Habiendo comprobado la Comisión Técnico-Asesora de Homologación,
de conformidad con lo dispuesto en el Reglamento de Homologación de
la Defensa (Real Decreto 324/1995, de 3 de marzo, «Boletín Oficial del
Estado» número 70), que el citado polígono está capacitado para realizar
las actividades que solicita, con la garantía exigible en la actualidad, en
el marco de la normativa vigente al respecto.

Esta Dirección General, de conformidad con las facultades atribuidas
por el referido Real Decreto, a propuesta de la Comisión Técnico-Asesora
de Homologación, ha resuelto designar al Polígono de Experiencias de
Carabanchel como Centro de Actividad Técnica en el ámbito del Ministerio
de Defensa, en las siguientes áreas:

Armas de cualquier calibre.
Municiones de cualquier calibre.
Espoletas.
Simulación.
Tablas de tiro.
Balística externa e interna.

Lo que se hace público para general conocimiento.
Madrid, 15 de diciembre de 1999.—El Director general, Miguel Valverde

Gómez.

MINISTERIO
DE ECONOMÍA Y HACIENDA

505 RESOLUCIÓN de 9 de diciembre de 1999, de la Dirección
General de Turismo, por la que se da publicidad al tercer
protocolo para la ejecución del Convenio de colaboración
entre el Ministerio de Economía y Hacienda, la Consejería
de Turismo y Deporte de la Junta de Andalucía, el Ayun-
tamiento de Conil de la Frontera y los empresarios turís-
ticos integrados en el Patronato de Turismo del Municipio,
para el desarrollo de un Plan de Excelencia Turística.

De acuerdo con lo previsto en el artículo 8.2 de la Ley 30/1992, de
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común, procede la publicación en
el «Boletín Oficial del Estado» del tercer protocolo para la ejecución del
Convenio de Colaboración entre el Ministerio de Economía y Hacienda,


